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En la ciudad de San Isidro, a los tres días del mes de noviembre de dos mil seis, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores DANIEL MALAMUD, ROGER ANDRE BIALADE y JUAN IGNACIO KRAUSE, para dictar sentencia definitiva en el juicio: "SAN NICOLAS PABLO LIONEL C/ LOPEZ MARTIN CARLOS S/ COBRO SUMARIO" causa nº 101.184 y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause, Malamud y Bialade, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S
1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A  la  primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:



1º) La sentencia de fs. 292/295 hizo lugar a la demanda promovida por Pablo Lionel San Nicolás contra Martín Carlos López a quien condenó a abonar la suma de U$S 7.800 con más sus intereses y costas.

      Apela el accionado a fs. 297 conforme agravios de fs. 303/304,  contestados por el actor a fs. 306/307.


    2º) No está cuestionado que el demandado autorizó a la actora para que en su nombre y representación vendiera  un inmueble ubicado en la calle Lugones 3454 de Capital Federal, por la suma de U$S 45.000, reconociendo a la firma autorizada un honorario del 3% del precio total de venta, siendo válida la autorización por el plazo de 120 días hábiles contados desde la fecha de la firma del documento, con prórroga automática, debiendo el demandado notificar en forma fehaciente su voluntad de hacer cesar la autorización, con diez días de anticipación a la fecha de vencimiento del período (fs. 31). 

    Reclamó la actora el cobro de comisión por su intermediación en la reserva de compra del 22 de octubre de 2002 (fs. 32) aceptada por el demandado. Sostiene que dicha reserva cayó por culpa del demandado por lo que éste le adeuda el 3% de comisión a su cargo y el 5% que debió pagar la compradora (U$S 3.600). Sostuvo en la demanda que puesta en venta nuevamente la propiedad, se arriba a la reserva de fs. 37, del 25 de octubre de 2003, la que se frustra por haber vendido el demandado por su cuenta la propiedad a un tercero. Reclama así también la comisión por esta última reserva que calcula en un 3% a cargo de la vendedora y un 4% por parte de la compradora (U$S 4.200).


  La sentencia condena al demandado al pago de ambas comisiones. Concluyó en tal sentido en que la cancelación de la primera de las operaciones mencionadas fue imputable al demandado y que -en relación a la segunda- el demandado vendió por su cuenta a un tercero sin que se hubiera extinguido la relación contractual que lo unía a la actora.


    Se agravia el apelante por condenárselo al pago de una doble comisión. Sostiene que la primera reserva cayó por la existencia de vicios en el título (que luego fueron corregidos) que no podía desconocer el accionante y que el reconocimiento de éste con una segunda operación no hace más que reafirmar que la primera de las operaciones ya se había caído. Con relación a la segunda reserva manifiesta que la misma nunca le fue informada lo que implica un incumplimiento de la obligación del comisionista de proponer negocios con exactitud y precisión. Sostiene que el sentenciante confunde la vigencia de la relación contractual y la venta por él efectuada a un tercero con el objeto propio del corretaje que es el acercamiento de las partes que da origen al derecho a percibir su comisión.


     3º) Adelanto a VV.EE. que asiste razón al apelante y que la sentencia debe ser revocada.


    En efecto; el corretaje se cumplimenta a través del acercamiento de las partes logrando que éstas celebren un determinado negocio jurídico. Tiene derecho el corredor a la comisión si la no realización del contrato obedece a culpa de alguno de los contratantes; consecuentemente, una vez concretado tal acuerdo de voluntades, el derecho del corredor a la comisión subsiste no obstante el desistimiento, arrepentimiento o distracto que puedan convenir los contratantes (SCBA., Ac. 31.522; esta Sala 2ª en causa 52.446 del 30-7-90, 82.389 del 5-2-02, 99.377 del 3-10-2006). La expresión contenida en el art. 111 del Código de Comercio -cuya redacción fuera receptada casi en idéntica forma por el art. 37 inc. a segundo párrafo de la ley 20.266 (incorp. por ley 25.028)-, acerca de que la comisión es debida “aunque el contrato no se realice por culpa de alguno de los contratantes” se refiere a que el corredor independiza su derecho al cobro de su remuneración del resultado ulterior del negocio, pero, en todos los casos, ese derecho debe reconocer ineludiblemente como causa jurídica que exista efectivamente la conclusión de un contrato (SCBA Ac. 32728 del 7-8-1984 y 54.978 del 16-4-1996).

             Si bien, en el caso, al haber aceptado el vendedor la oferta realizada por el comprador y convenido la escrituración directa de la compraventa, se ha concretado el acuerdo de voluntades que pudo dar lugar al derecho a percibir la comisión (reserva conformada de fs. 32/33), lo cierto es que, aun cuando se tenga por confeso al demandado respecto de las posiciones 8ª, 9ª y 11ª, tal como concluyera el sentenciante por aplicación del art. 412 del C.P.C., la propia conducta del actor no ha sido ajena a la frustración de la compraventa al no verificar el título invocado por el comitente. En tal sentido cabe destacar que el corredor tiene la obligación de asegurar​se de la capacidad legal de las personas para celebrar el negocio, propo​nerlo con exactitud, precisión y claridad, y comprobar la existencia de los instrumentos que acreditan el título invocado por el comitente, re​cabando, en caso de inmuebles, la certificación del Registro de la Pro​piedad sobre las condiciones del dominio, gravámenes, embargos, restricciones, como así también las inhibiciones o interdicciones que afecten al transmitente ( arts. 52 inc. 5º de la ley 10.973 y 36 inc. “b”, “c”, y “d” de la ley 20.266; causas 39.417 del 28-6-85, 54.286 del 25-7-91, 88.072 del 28-2-02 de esta Sala). En autos está reconocido que antes de aceptar la reserva de fs. 32/33 el actor no dio cumplimiento a la obligación legal antes mencionada, reconociendo en la demanda que se enteró del defecto del título (posteriormente subsanado) a través del certificado de dominio que solicitara el escribano que habría de autorizar la escritura traslativa de dominio (fs.59 vta., carta documento de fs. 34). 


Asiste pues razón al apelante en sus agravios toda vez que si se resuelve un contrato o se frustra una operación por culpa del corredor pierde su derecho a la comisión (art. 38 de la ley 20.266 incorporado por ley 25.028). En tal sentido hemos resuelto que  no tiene derecho a co​misión el corredor que no satisfizo los requisitos impuestos por la ley tendientes a garantizar la seriedad y seguridad de la operación y que siendo aqué​llos de orden público, no son renunciables por convención particular (art. 21 del C. Civil;  causa 54.286 del 25-7-91; 58.820 del 13-5-93). 


      Por lo demás en la interpretación de la voluntad de los contratantes es decisiva la conducta observada por ellos con posterioridad a su celebración (art. 1198 del Cód. Civ., causa 95.737 r.s.d. 248/04). Así, no puede dejarse de tener en cuenta que la actora ofreció nuevamente la propiedad en venta aceptando –según ella- la reserva de octubre de 2003 (fs. 37). De ello necesariamente debe deducirse que tuvo por caída la venta anterior y por perdido su derecho a la comisión puesto que la nueva gestión concretada en la segunda reserva tuvo por finalidad poder cobrar la comisión pertinente en los términos de la autorización que le fuera conferida.

            Así pues, la pretensión de percibir a través de la demanda entablada dicha comisión se presenta como una conducta contradictoria a la observada con anterioridad y por consiguiente inadmisible a la luz de la doctrina de los actos propios. Cabe recordar al respecto que del requisito de obrar con rectitud y honradez resulta que es inadmisible que un litigante pretenda fundamentar su accionar aportando hechos y razones de derecho que contravengan sus propios actos, asumiendo una conducta que lo venga a colocar en contradicción con su conducta anterior (causa 53.996 del 18-6-91, 46.885 del 16-9-98, 100.055 r.i. 875/06 de esta Sala II). 

      4º) Estando vigente la autorización de venta de fs.31 y aceptado la actora la reserva de compra de fs. 37 el accionado vendió por su cuenta a un tercero el inmueble en cuestión (fs. 111). 



Resta analizar entonces, si efectuada la venta por parte del propietario, estando vigente la autorización a favor de un corredor, tal el caso de autos, éste último tiene derecho al cobro de una comisión, en los términos del art. 37 segundo párrafo de la ley 20.266 (incorporado por ley 25.028).

            El corredor tiene derecho al cobro de la comisión cuando existe una relación de causalidad entre su actividad y la conclusión del negocio. Es necesario que: a) el negocio se realice y b) que ello corresponda efectivamente a la actuación del corredor (Fernández-Gomez Leo “Tratado de derecho comercial…Tº II, pág.386, Ed. Desalma, causas 54.364 del 30-7-91, 90.298 del 1-10-02 r.s.d. 235/02 y 99.377 r.s.d. 221/06). En algunos casos, aún cuando no se concrete el negocio, el corredor tiene derecho a cobrar la comisión, entre ellos, cuando comenzada la gestión por el corredor, el comitente encargase su conclusión a otra persona o la  concluyera por sí (art. 37 citado) Es requisito para ello que la operación realizada directamente o con intervención de otro corredor, sea la misma y consecuencia del corretaje, lo cual permita suponer fundadamente que de continuar el primitivo corredor la habría concluido con idéntico resultado (ob.cit., pág. 395).

      La función del corredor es acercar a las partes de modo eficaz. En tal sentido se ha dicho que habrá derecho a comisión cuando exista un nexo causal entre la intervención del corredor y el contrato concluído. Esa es la clave del reconocimiento de la gestión del corredor. La eficacia de su actuación, y por tanto su derecho al cobro, depende de la existencia de relación causal entre su intervención y el negocio final (conf. Solari Costa “Nexo de causalidad en la intervención del corredor”. L.L., 1996-B,251; C.Apel. Trelew Sala B, “Zuñiga c/ Brando”, LLPatagonia 2005 (febrero), 785).

            Y aunque el propietario efectuara la venta en forma directa aún estando vigente la autorización de venta, como ha ocurrido en las presentes, para que el corredor tenga derecho a comisión, se requiere que la operación concretada sea la misma y consecuencia del corretaje, lo que permitiría suponer fundadamente que de continuar el primitivo corredor la habría concluido en idénticos términos (Cam. 1ª, Civ. Y Com. Bahía Blanca, Sala II “Girotti Jorge Ochoa E. y ot., LL.BA. 1995,917).

      No surge de las probanzas de autos, que el actor interviniera en el acercamiento de las partes entre las cuales se efectivizó la compraventa (fs. 60 tercer párrafo; fs. 107 a la vigésimo quinta posición, declarac. testigo Sosnowski fs. 111 y vta.), por lo que su pretensión de cobro al respecto tampoco puede prosperar.

      A mayor abundamiento he de destacar que la reserva de fs. 37 no fue aceptada o conformada por el demandado, ni le fue notificada concretamente en la carta documento de fs. 38, que sólo se refiere a una “interesante oferta”.

      Voto por la negativa.

   A la misma cuestión, los señores Jueces doctores Malamud y Bialade por iguales consideraciones, votaron también por la negativa.

   A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:
   Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior, corresponde: a) revocar la sentencia apelada, rechazando la demanda interpuesta por Pablo Lionel San Nicolás contra Martín Carlos López, b) imponer las costas de ambas instancias al actor vencido (art. 68 y 274 del C.P.C), a cuyo fin, por lo actuado en la instancia de origen, se regulan los honorarios de los letrados apoderados de la demandada Dres. Jorge Guillermo Oyuela (CASI, TºXXIII, Fº87), Julio D. Ghio (CASI, TºIX, Fº419) y Fernando Antonio Oyuela (h) (CASI, TºXI, Fº29) en las sumas de PESOS UN MIL QUINIENTOS, PESOS UN MIL QUINIENTOS y PESOS DOSCIENTOS respectivamente, y los de las letradas patrocinantes de la actora, Dras. Bernardita María Casella (CASI., TºXI, Fº 154) y Vanina Alejandra Esqueff (CASI, Tº XXXV, Fº 467) en las sumas de PESOS UN MIL DOSCIENTOS y UN MIL DOSCIENTOS  respectivamente (arts. 14, 15, 16, 21, 24 y cc. de la ley 8904). Por lo actuado ante esta Alzada se regulan los honorarios del  Dr. Fernando Antonio Oyuela (h) y de las Dras. Bernardita María Casella y Vanina Alejandra Esqueff en las sumas de PESOS NOVECIENTOS, TRESCIENTOS Y TRESCIENTOS respectivamente (art. 31 de la ley 8904).

   ASI LO VOTO
   A la misma cuestión los señores Jueces doctores Malamud y Bialade por iguales motivos votaron en el mismo sentido.

   Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:
           S E N T E N C I A
   Por ello, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo: a) se revoca la sentencia apelada, rechazándose la demanda interpuesta por Pablo Lionel San Nicolás contra Martín Carlos López, b) se imponen las costas de ambas instancias al actor vencido (art. 68 y 274 del C.P.C), a cuyo fin, por lo actuado en la instancia de origen, se regulan los honorarios de los letrados apoderados de la demandada Dres. Jorge Guillermo Oyuela (CASI, TºXXIII, Fº87), Julio D. Ghio (CASI, TºIX, Fº419) y Fernando Antonio Oyuela (h) (CASI, TºXI, Fº29) en las sumas de PESOS UN MIL QUINIENTOS, UN MIL QUINIENTOS y DOSCIENTOS respectivamente, y los de las letradas patrocinantes de la actora, Dras. Bernardita María Casella (CASI., TºXI, Fº 154) y Vanina Alejandra Esqueff (CASI, Tº XXXV, Fº 467) en las sumas de PESOS UN MIL DOSCIENTOS Y UN MIL DOSCIENTOS respectivamente. Por lo actuado ante esta Alzada se regulan los honorarios del  Dr. Fernando Antonio Oyuela (h) y de las Dras. Bernardita María Casella y Vanina Alejandra Esqueff en las sumas de PESOS NOVECIENTOS, TRESCIENTOS y TRESCIENTOS  respectivamente.

    Reg.,not. y dev.

